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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 3 de 
abril de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 92/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 6 de marzo de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el recurso extraordinario de revisión 
interpuesto por D. yyy1, en su propio nombre y en representación de qqq1, 
S.L.U., y qqq2, S.L., contra la Resolución de la Dirección General de Energía 
y Minas, de 6 de junio de 2021, por la que se seleccionan los proyectos 
presentado por las sociedades qqq3, S.L., y qqq4, S.L., para los parques 
eólicos “ccc1” y “ccc2”. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de marzo de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 92/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes 
de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 25 de mayo de 2020 D. yyy2, en representación de las 

entidades qqq3, S.L. y qqq4, S.L., presentó una solicitud de autorización 
administrativa para los parques eólicos de “ccc1” y de “ccc2”. 

 
Estas solicitudes siguieron el trámite de competencia de proyectos, 

con publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León el 30 de julio de 2020, 
y en el Boletín Oficial de la provincia de xxx1 el 27 de julio de 2020. 
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Segundo.- El 27 de agosto de 2020 Dña. yyy3, en representación de 
qqq5, S.L., presentó una solicitud de autorización administrativa para los 
parques eólicos de “ccc3”, “ccc4”, y “ccc5”, afectando todos ellos el término 
municipal de xxx2 en competencia con el parque eólico de “ccc1”. 

 
En la misma fecha Dña. yyy2, en representación de qqq5, S.L, 

presentó una solicitud de autorización administrativa para los parques eólicos 
“ccc6”, “ccc7”, “ccc8”, “ccc9”, “ccc10”,”ccc11”, “ccc12” y “ccc13” afectando 
todos ellos el término municipal de xxx2 en competencia con el parque eólico 
de “ccc2” y para los parque eólicos de “ccc14” afectando al término 
municipal de xxx3, “ccc15”, afectando al término municipal de xxx3, “ccc16”, 
afectando a los términos municipales de xxx3 y xxx4, “ccc17” y “ccc18” que 
afectan al término municipal de xxx3. 

 
Tercero.- El 21 de diciembre de 2020 el Ente Regional de la Energía 

de Castilla y León informa favorablemente los proyectos promovidos por las 
mercantiles qqq3, S.L. y qqq4, S.L. 

 
Cuarto.- El 12 de abril de 2021 el Servicio Territorial de Industria, 

Comercio y Economía de xxx1 solicita informe sobre la solicitud de 
autorización administrativa para las instalaciones de los parques eólicos 
“ccc1” y “ccc2” a los Ayuntamientos de xxx2, xxx4 y xxx5. No consta en el 
expediente remitido contestación de los citados Ayuntamientos. 

 
Quinto.- El 6 de junio de 2021 la Dirección General de Energía y 

Minas dicta una Resolución de “la competencia de proyectos de parques 
eólicos nº 163, entre las empresas `qqq3 S.L.´ y `qqq4 S.L.´ (P.E. `ccc1´ y 
`P.E. `ccc2´), y `qqq5 S.L.´ (P.E. `ccc3´, P.E. `ccc6´, P.E. `ccc4´, P.E. 
`ccc7´, P.E. `ccc8´, P.E. `ccc9´, P.E. `ccc10´, P.E. `ccc11´, P.E. `ccc12´, 
P.E. `ccc5´, P.E. `ccc13´, P.E. `ccc14´, P.E. `ccc15´, P.E. `ccc16´, P.E. 
`ccc17´ Y P.E. `ccc18´), en los términos municipales de xxx2, xxx4 y xxx5”, 
por la que se acuerda seleccionar los proyectos presentados por las 
mercantiles qqq3, S.L., y qqq4, S.L., para los parques eólicos “ccc1” y “ccc2”. 

 
En el mencionado recurso solicita como medida cautelar la suspensión 

de la resolución del trámite de competencia que es denegada por Resolución 
de la Dirección General de Energía y Minas de 23 de noviembre de 2023. 

 
Esta resolución es notificada el 10 de junio de 2021 a las sociedades 

qqq3, S.L., y qqq4, S.L., y el 14 de junio de 2021 a la entidad qqq5, S.L. No 
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consta la presentación de recurso de alzada por ninguna de las mercantiles 
interesadas. 
 

Sexto.- El 27 de octubre de 2023 D. yyy1, en su propio nombre y en 
representación de qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., presenta un recurso 
extraordinario de revisión contra la expresada Resolución de la Dirección 
General de Energía y Minas de 6 de junio de 2021. 

 
El 24 de noviembre se requiere a D. yyy1 para que acredite su 

condición de parte interesada y la representación de qqq1, S.L.U., y qqq2, 
S.L. 

 
El 11 de diciembre de 2023 D. yyy1 presenta un escrito al que adjunta 

la documentación requerida. 
 
Séptimo.- Concedido trámite de audiencia a los interesados en el 

procedimiento, el 26 de marzo de 2024 D. yyy2, en representación de qqq3, 
S.L., y qqq4, S.L., presenta un escrito de alegaciones en el que solicita la 
inadmisión del recurso por falta de legitimación de la recurrente y, 
subsidiariamente,  la desestimación del mismo. 

 
 Octavo.- El 15 de octubre de 2024 se formula propuesta por la que 
se inadmite el recurso por falta de legitimación de la recurrente, por la 
presentación extemporánea del mismo y por no fundarse en ninguno de los 
motivos descritos en el artículo 125 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPAC). 
 
 Noveno.- El 21 de octubre de 2024 la Asesoría Jurídica de la 
Consejería de Economía y Hacienda informa favorablemente la propuesta de 
resolución. 
  
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
Única.- Con carácter previo es necesario determinar si la recurrente 

tiene legitimación para interponer este recurso extraordinario de revisión. 
 
El artículo 4 de la LPAC establece lo siguiente: 

 
“1. Se consideran interesados en el procedimiento 

administrativo: 
 
  »a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o 

intereses legítimos individuales o colectivos. 
 
  »b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan 

derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se 
adopte. 

  »c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o 
colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el 
procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva (…). 

 
»3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna 

relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá en tal condición 
cualquiera que sea el estado del procedimiento”. 

 
En el caso analizado, la recurrente presenta un recurso extraordinario 

de revisión contra la Resolución de la Dirección General de Energía y Minas, 
de 6 de junio de 2021, por la que se acuerda seleccionar los proyectos 
presentado por las sociedades qqq3, S.L., y qqq4, S.L., para los parques 
eólicos “ccc1” y “ccc2”. 

 
En la citada resolución se analizan los proyectos presentados por las 

mercantiles qqq3, S.L., qqq4, S.L., y qqq5, S.L. Por consiguiente, no consta 
que D. yyy1 ni que las mercantiles qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., hayan 
presentado un proyecto para resolver la solicitud de los parques eólicos en 
competencia.  

 
La recurrente motiva su condición de interesado en los siguientes 

términos: 
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“(…) tanto la sociedad qqq1 S.L., como qqq2, S.L. son 
interesadas en la resolución del presente recurso que ahora se interpone, 
pues como consta en el propio expediente administrativo y concretamente en 
las alegaciones presentadas por qqq5, S.L el 27 de agosto de 2020, consta 
como qqq2, S.L. fue la iniciadora de los trámites administrativos para 
desarrollar los parques eólicos que posteriormente ha interesado qqq5, S.L., 
siendo que la propia resolución recurrida se refiere a ella en el párrafo cuarto 
del Antecedente de Hecho como en el Fundamento de Derecho Quinto, y en 
lo que se refiere a qqq1, S.L. es quien lleva la gestión técnica de los 
proyectos como también se indica en el escrito de alegaciones presentado, y 
consta en el expediente administrativo (…)”. 

 
»Es claro a estos efectos que ambas recurrentes tienen un 

interés legítimo en la resolución del presente recurso, pues de su resultado 
derivarán consecuencias jurídicas de contenido económico para ambas 
sociedades. 

 
»A mayor abundamiento del interés que ostentan, tanto qqq2 

como qqq1, y como prueba documental del mismo, se acompaña al presente 
como documento nº 1 copia de la escritura de cesión de derechos de 
superficie que con fecha 14 de agosto de 2020 suscribieron estas sociedades 
con qqq5, S.L., de la que se derivan compromisos económicos para todas 
ellas, dependientes del resultado de la tramitación y obtención de los 
permisos y licencias necesarios para la construcción y explotación de los 
parques fotovoltaicos que ahora se ven afectados por este recurso y que son 
el antecedente inmediato a la intervención de qqq5 en el expediente de 
competencia. Y como documento nº 2 contrato de 14 de agosto de 2020 de 
prestación de servicios técnicos e intelectuales, suscrito por qqq1 y qqq5 
donde se reconoce toda la realidad de los trabajos desarrollados por la 
primera en beneficio del proyecto común (ccc19), y se reconocen unos 
derechos de cobro de cantidades, sujetos al buen fin de la venta de estos 
proyectos”. 

 
En consecuencia, la recurrente justifica la legitimación de las 

entidades qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., en la existencia de acuerdos suscritos 
con la mercantil qqq5, S.L., que fue parte interesada en el procedimiento 
resuelto por la resolución objeto de recurso.  

 
En particular, la recurrente presenta como títulos legitimadores una 

escritura pública de cesión de derechos de superficie suscrita entre las 
sociedades qqq5, S.L., y qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., el 14 de agosto de 2020 
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de la que se derivan compromisos económicos para todas ellas, sujetos a la 
condición suspensiva de la obtención de los permisos y licencias necesarios 
para la construcción y explotación de los parques fotovoltaicos detallados en 
la resolución impugnada, y un contrato de prestación de servicios técnicos e 
intelectuales, suscrito por qqq1 y qqq5, S.L., el 14 de agosto de 2020. 

 
Por consiguiente, resulta acreditado que ni D. yyy1 ni las mercantiles 

qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., han presentado un proyecto o autorización 
administrativa en el procedimiento resuelto por la Resolución de la Dirección 
General de Energía y Minas, de 6 de junio de 2021, por la que se acuerda 
seleccionar los proyectos presentado por las sociedades qqq3, S.L., y qqq4, 
S.L., para los parques eólicos “ccc1” y “ccc2”. 

 
En este sentido, las recurrentes basan su legitimación en la existencia 

de una serie de compromisos asumidos con la mercantil qqq5, S.L., empresa 
que fue parte en el procedimiento cuyo proyecto no ha resultado 
seleccionado por los motivos detallados en la resolución impugnada. 

 
Estos compromisos asumidos por estas empresas no hacen acreedores 

a D. yyy1 ni a las mercantiles qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., de un interés 
legítimo y directo. 

 
Es evidente que estos compromisos suponen un acuerdo de 

voluntades que produce efectos únicamente entre los contratantes, en virtud 
del principio de relatividad de los contratos que guía nuestro sistema 
contractual y que recoge, con carácter general, el artículo 1.257 del Código 
Civil que dispone que “los contratos sólo producen efecto entre las partes 
que los otorgan y sus herederos; salvo, en cuanto a éstos, el caso en que los 
derechos y obligaciones que proceden del contrato no sean transmisibles, o 
por su naturaleza, o por pacto, o por disposición de la ley”. 

 
Las recurrentes son titulares de una expectativa de derecho cuya 

eficacia viene determinada por un acontecimiento futuro e incierto. La 
condición suspensiva que supedita la adquisición de este derecho es la 
obtención de los permisos y licencias necesarios para la construcción y 
explotación de los parques fotovoltaicos por la sociedad qqq5, S.L. 

 
Es cierto que el Código Civil, en el artículo 1.121, tutela esta 

expectativa de derecho en las obligaciones condicionales facultando al 
acreedor para ejercitar las acciones procedentes para la conservación de su 
derecho, incluso antes del cumplimiento de las condiciones, pero esa 
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legitimación no se puede extender a la interposición de este recurso 
extraordinario de revisión. 

 
Las recurrentes pueden ejercitar las acciones necesarias para 

conservar su derecho frente a qqq5, S.L., e incluso podría admitirse contra 
terceros en caso de fraude de su derecho, circunstancia que no concurre en 
este supuesto. 

 
A mayor abundamiento, la sociedad qqq5, S.L., no ha presentado 

recurso de alzada contra la Resolución de la Dirección General de Energía y 
Minas, de 6 de junio de 2021. Esta circunstancia es reconocida expresamente 
por las recurrentes que en el hecho cuarto de su recurso manifiestan lo 
siguiente: 

 
“La mencionada resolución del procedimiento de competencia 

fue notificada a qqq5, en fecha 12 de junio de 2021, no formulando ni 
interponiendo frente a la misma recurso de alzada ante el limo. Sr. 
Viceconsejero de Economía y Competitividad, en el plazo de un mes, contado 
a partir del día siguiente a la notificación de conformidad con los artículos 
121 y 122 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, motivo por el cual la 
mencionada resolución devino firme en vía administrativa (…)”. 

 
Es evidente, que no se puede presumir la voluntad de recurrir por 

parte de qqq5, S.L que, con su falta de actuación, consiente tácitamente la 
Resolución impugnada. 

 
En este punto, conviene recordar que los efectos del recurso 

interpuesto se producen en la esfera jurídica de qqq5, S.L., que es la 
empresa que ostenta un interés directo y legítimo. Por tanto, la estimación 
del recurso generaría para la expresada mercantil nuevas relaciones jurídicas 
sin su consentimiento. 

 
Por lo expuesto, este Consejo concluye que las recurrentes tienen un 

hipotético interés patrimonial, pero este no es suficiente para hacerlas 
acreedoras de un interés legítimo directo o indirecto para interponer este 
recurso extraordinario de revisión en los términos que reconoce la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo. Así, es jurisprudencia reiterada, 
plasmada en sentencias del Tribunal Supremo como las de 19 de noviembre 
de 1993 y 27 de enero de 1998, entre otras, que el interés legítimo equivale 
a la titularidad de una posición de ventaja o de una utilidad pública por parte 
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de quien ejercita la pretensión y que se materializa, de prosperar ésta, en la 
obtención de un beneficio de índole material o jurídico, o en la evitación de 
un perjuicio, con tal de que la obtención del beneficio o evitación del 
perjuicio sea cierta y no meramente hipotética. 

 
El hecho de reconocer legitimación a las recurrentes supondría 

extender la posibilidad de recurso a cualquier persona que tenga un 
compromiso presente o futuro con las empresas que han participado en este 
procedimiento. 

 
En otro orden de cosas, la propuesta de la Administración considera 

que debe inadmitirse el recurso por extemporáneo. En este supuesto, la 
resolución objeto de impugnación se notificó a qqq5, S.L., el 14 de junio de 
2021 y la recurrente funda la causa de revisión en la circunstancia 
contemplada en la letra a) del artículo 125.1 de la LPAC (“Que al dictarlos se 
hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos 
incorporados al expediente”). 

 
El artículo 125.2 de la LPAC establece que “El recurso extraordinario 

de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa a) del apartado 
anterior, dentro del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la 
notificación de la resolución impugnada”. La recurrente interpuso su recurso 
extraordinario de revisión el 27 de octubre de 2023. Por tanto, resulta 
evidente que no ha transcurrido el citado plazo de cuatro años señalado en 
el artículo 125.2 de la LPAC. Por ello, el recurso no puede inadmitirse por 
esta causa. 

 
Por último, si bien no es necesario entrar en el fondo del asunto, tal y 

como se ha expuesto, la recurrente motiva la causa de revisión en la 
circunstancia regulada en la letra a) del artículo 125.1 de la LPAC. 
 

Sobre esta causa, es doctrina reiterada del Tribunal Supremo, del 
Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, que el error de hecho, para 
que constituya motivo del recurso extraordinario de revisión, debe versar 
sobre un hecho, cosa o suceso, esto es, sobre una realidad independiente de 
toda opinión, criterio particular o calificación, estando excluido de su ámbito 
todo aquello que se refiera a cuestiones jurídicas, apreciación de la 
trascendencia o alcance de los hechos indubitados, valoración legal de las 
pruebas, interpretación de las disposiciones legales y calificaciones que 
puedan establecerse. Y ello porque este motivo incide sobre un plano 
puramente fáctico. 
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Además, tal y como ha manifestado el Consejo de Estado en su 

Dictamen nº 279/1997, “la cuestión fáctica interesa siempre que el error, en 
su caso, padecido por la Administración, afecte a la resolución impugnada”, 
por lo que deberá desestimarse si se trata de cuestiones interpretativas 
ajenas al error de hecho o material que se pretende invocar. 

 
Por tanto, dos son los requisitos que deben concurrir para que sea 

admisible y procedente un recurso de revisión fundado en este motivo:  
 

a) Que exista error de hecho, siendo necesario que los hechos 
en virtud de los cuales se ha dictado el acto sean inexactos, no respondan a 
la realidad. El error no debe referirse a los preceptos aplicables, sino a los 
supuestos de hecho. 

 
b) Que resulte de los propios documentos incorporados al 

expediente. No hay que acudir a elementos extraños de los que integran el 
expediente, ni a las declaraciones hechas por órganos jurisdiccionales. El 
manifiesto error de hecho que sirve de fundamento al recurso extraordinario 
de revisión ha de resultar de una simple confrontación del acto impugnado 
con un documento incorporado al expediente.  

 
En este sentido, mantiene el Consejo de Estado (por todos, Dictamen 

770/2015, de 1 de octubre) que “la exigencia de que los documentos estén 
`incorporados al expediente´ excluye, en principio, como documentos 
idóneos a los efectos del artículo 118.1.1ª [actual artículo 125.1.a], aquellos 
que acompaña el interesado a su recurso de revisión, o que se incorporen 
con posterioridad a la conclusión del expediente mismo que dio lugar al acto 
impugnado, salvo en el caso de que tales documentos constaran en archivos 
o registros de la Administración con anterioridad a la fecha de la resolución 
recurrida. Una repetida doctrina de este Consejo de Estado (véanse el 
dictamen nº 3.630/2003, de 22 de enero de 2004, y los que en él se citan) 
viene asimilando los documentos que deberían haberse incorporado de oficio 
al expediente, a los documentos de hecho incorporados al mismo a los 
efectos de la circunstancia primera del artículo 118.1 citado”. 

 
En cambio, no procederá considerar como documentos incorporados 

al expediente, a efectos del artículo 125.1.a) de la LPAC, aquellos que el 
interesado haya podido aportar ex novo junto con el recurso extraordinario 
de revisión, y ello porque la Administración se vería privada de la posibilidad 
de subsanar el error de hecho en que hubiera podido incurrir un acto dictado 
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por ella en vía ordinaria, no existiendo esta facultad cuando el acto ya es 
firme en vía administrativa, al estar ante documentos nuevos aportados con 
posterioridad.  

 
Esta solución es congruente con el carácter extraordinario de esta vía, 

llamada a revisar actos respecto de los que la propia Administración ha 
podido pronunciarse plenamente a la vista de los documentos que obraban 
en su poder, ya en instancia, ya en vía de recurso ordinario o especial (que 
no extraordinario). 

 
En este supuesto, los recurrentes pretenden por esta vía, entre otras 

argumentaciones, hacer una valoración jurídica sobre si los documentos de 
capacidad económica aportados en el expediente reúnen o no los requisitos 
formales para ser considerados una prueba documental. Por consiguiente, se 
trata de una cuestión jurídica que no puede subsumirse dentro de la causa de 
revisión alegada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede desestimar, en los términos expuestos en el presente 
dictamen, el recurso extraordinario de revisión interpuesto por D. yyy1, en su 
propio nombre y en representación de qqq1, S.L.U., y qqq2, S.L., contra la 
Resolución de la Dirección General de Energía y Minas, de 6 de junio de 
2021, por la que se acuerda seleccionar los proyectos presentado por las 
sociedades qqq3, S.L., y qqq4, S.L., para los parques eólicos “ccc1” y “ccc2”. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


